
 
 
 
 

REQUISITOS PARA LA DENUNCIA Y SANCIONES EN CONTRATACIONES PÚBLICAS 
 

Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público 
Título Quinto 

De las Infracciones y Sanciones 
Capítulo Único 

 
Artículo 59. Los licitantes o proveedores que infrinjan las disposiciones de la Ley de 
Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, que serán sancionados por la 
Secretaría de la Función Pública con multa equivalente a la cantidad de cincuenta hasta mil veces 
el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal elevado al mes, en la fecha de la infracción. 
 
Cuando los licitantes injustificadamente y por causas imputables a los mismos, no formalicen 
contratos cuyo monto no exceda de cincuenta veces el salario mínimo general vigente en el Distrito 
Federal elevado al mes, serán sancionados con multa equivalente a la cantidad de diez hasta 
cuarenta y cinco veces el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal elevado al mes, en 
la fecha de la infracción.  
 
Artículo 60. La Secretaría de la Función Pública, además podrá inhabilitar temporalmente para 
participar de manera directa o por interpósita persona en procedimientos de contratación o celebrar 
contratos regulados por la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, a 
las personas que se encuentren en alguno de los supuestos siguientes: 
 

I. Los licitantes que injustificadamente y por causas imputables a los mismos no formalicen 
dos o más contratos que les haya adjudicado cualquier dependencia o entidad en el plazo 
de dos años calendario, contados a partir del día en que haya fenecido el término para la 
formalización del primer contrato no formalizado. 

 
II. Los proveedores a los que se les haya rescindido administrativamente un contrato en dos o 

más dependencias o entidades en un plazo de tres años 
 

III. Los proveedores que no cumplan con sus obligaciones contractuales por causas 
imputables a ellos y que, como consecuencia, causen daños o perjuicios graves a la 
dependencia o entidad de que se trate; así como, aquellos que entreguen bienes o 
servicios con especificaciones distintas de las convenidas 

 
IV. Las que proporcionen información falsa o que actúen con dolo o mala fe en algún 

procedimiento de contratación, en la celebración del contrato o durante su vigencia, o bien, 
en la presentación o desahogo de una solicitud de conciliación o de una inconformidad. 

 
V. Las que se encuentren en el supuesto de la fracción XII del artículo 50 de la Ley de 

Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, y  
 

VI. Aquéllas que se encuentren en el supuesto del segundo párrafo del artículo 74 de la Ley 
de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público. 

 
La inhabilitación que se imponga no será menor de tres meses ni mayor de cinco años.  
 

Capítulo Primero 
De la Instancia de Inconformidad 

 
Artículo 65. La Secretaría de la Función Pública conocerá de las inconformidades que se 

promuevan contra los actos de los procedimientos de licitación pública o invitación a cuando 
menos tres personas que se indican a continuación: 



 
 
 
 

 
I.  La convocatoria a la licitación, y las juntas de aclaraciones. 

 
En este supuesto, la inconformidad sólo podrá presentarse por el interesado que haya 
manifestado su interés por participar en el procedimiento según lo establecido en el artículo 
33 Bis de esta Ley, dentro de los seis días hábiles siguientes a la celebración de la última 
junta de aclaraciones; 

 
II.  La invitación a cuando menos tres personas. 

 
Sólo estará legitimado para inconformarse quien haya recibido invitación, dentro de los seis 
días hábiles siguientes; 

 
III.  El acto de presentación y apertura de proposiciones, y el fallo. 

 
En este caso, la inconformidad sólo podrá presentarse por quien hubiere presentado 
proposición, dentro de los seis días hábiles siguientes a la celebración de la junta pública 
en la que se dé a conocer el fallo, o de que se le haya notificado al licitante en los casos en 
que no se celebre junta pública; 

 
IV.  La cancelación de la licitación. 

 
En este supuesto, la inconformidad sólo podrá presentarse por el licitante que hubiere 
presentado proposición, dentro de los seis días hábiles siguientes a su notificación, y 

 
V.  Los actos y omisiones por parte de la convocante que impidan la formalización del contrato 

en los términos establecidos en la convocatoria a la licitación o en esta Ley. 
 
En esta hipótesis, la inconformidad sólo podrá presentarse por quien haya resultado 
adjudicado, dentro de los seis días hábiles posteriores a aquél en que hubiere vencido el 
plazo establecido en el fallo para la formalización del contrato o, en su defecto, el plazo 
legal. 

 
En todos los casos en que se trate de licitantes que hayan presentado proposición conjunta, la 

inconformidad sólo será procedente si se promueve conjuntamente por todos los integrantes de la 
misma. 

 
Artículo 66. La inconformidad deberá presentarse por escrito, directamente en las oficinas de la 

Secretaría de la Función Pública o a través de CompraNet. 
 
La Secretaría de la Función Pública podrá celebrar convenios de coordinación con las entidades 

federativas, a fin de que éstas conozcan y resuelvan, en los términos previstos por la presente Ley, 
de las inconformidades que se deriven de los procedimientos de contratación que se convoquen en 
los términos previstos por el artículo 1 fracción VI de esta Ley. En este supuesto, la convocatoria a 
la licitación indicará las oficinas en que deberán presentarse las inconformidades, haciendo 
referencia a la disposición del convenio que en cada caso se tenga celebrado; de lo contrario, se 
estará a lo previsto en el párrafo anterior. 

 
La interposición de la inconformidad en forma o ante autoridad diversa a las señaladas en los 

párrafos anteriores, según cada caso, no interrumpirá el plazo para su oportuna presentación. 
 
El escrito inicial contendrá: 
 



 
 
 
 

I.  El nombre del inconforme y del que promueve en su nombre, quien deberá acreditar su 
representación mediante instrumento público. 
 
Cuando se trate de licitantes que hayan presentado propuesta conjunta, en el escrito inicial 
deberán designar un representante común, de lo contrario, se entenderá que fungirá como 
tal la persona nombrada en primer término; 

 
II.  Domicilio para recibir notificaciones personales, que deberá estar ubicado en el lugar en 

que resida la autoridad que conoce de la inconformidad. Para el caso de que no se señale 
domicilio procesal en estos términos, se le practicarán las notificaciones por rotulón; 

 
III.  El acto que se impugna, fecha de su emisión o notificación o, en su defecto, en que tuvo 

conocimiento del mismo; 
 
IV.  Las pruebas que ofrece y que guarden relación directa e inmediata con los actos que 

impugna. Tratándose de documentales que formen parte del procedimiento de contratación 
que obren en poder de la convocante, bastará que se ofrezcan para que ésta deba 
remitirlas en copia autorizada al momento de rendir su informe circunstanciado, y 

 
V.  Los hechos o abstenciones que constituyan los antecedentes del acto impugnado y los 

motivos de inconformidad. La manifestación de hechos falsos se sancionará conforme a 
las disposiciones de esta Ley y a las demás que resulten aplicables. 

 
Al escrito de inconformidad deberá acompañarse el documento que acredite la personalidad del 

promovente y las pruebas que ofrezca, así como sendas copias del escrito inicial y anexos para la 
convocante y el tercero interesado, teniendo tal carácter el licitante a quien se haya adjudicado el 
contrato. 

 
En las inconformidades que se presenten a través de CompraNet, deberán utilizarse medios de 

identificación electrónica en sustitución de la firma autógrafa. 
 
En las inconformidades, la documentación que las acompañe y la manera de acreditar la 

personalidad del promovente, se sujetarán a las disposiciones técnicas que para tales efectos 
expida la Secretaría de la Función Pública, en cuyo caso producirán los mismos efectos que las 
leyes otorgan a los medios de identificación y documentos correspondientes. 

 
La autoridad que conozca de la inconformidad prevendrá al promovente cuando hubiere omitido 

alguno de los requisitos señalados en las fracciones I, III, IV y V de este artículo, a fin de que 
subsane dichas omisiones, apercibiéndole que en caso de no hacerlo en el plazo de tres días 
hábiles se desechará su inconformidad, salvo el caso de las pruebas, cuya omisión tendrá como 
consecuencia que se tengan por no ofrecidas. 

 
En tratándose de la fracción I de este artículo, no será necesario formular prevención alguna 

respecto de la omisión de designar representante común. De igual manera, no será necesario 
prevenir cuando se omita señalar domicilio para recibir notificaciones personales, en términos de la 
fracción II. 

 
 
 
 
 
 
 
 



 
 
 
 

Ley Federal de Procedimiento Administrativo 
Título Tercero 

Del Procedimiento Administrativo 
 

Capítulo Primero 
Disposiciones Generales 

 
Artículo 14. El Procedimiento Administrativo podrá iniciarse  de oficio o a petición de parte 
interesada. 
 
Artículo 15.- La Administración Pública Federal no podrá exigir más formalidades que las 
expresamente previstas en la ley.  
 
Las promociones deberán hacerse por escrito en el que se precisará el nombre, denominación o 
razón social de quién o quiénes promuevan, en su caso de su representante legal, domicilio para 
recibir notificaciones, así como nombre de la persona o personas autorizadas para recibirlas, la 
petición que se formula, los hechos o razones que dan motivo a la petición, el órgano 
administrativo a que se dirigen y lugar y fecha de su emisión. El escrito deberá estar firmado por el 
interesado o su representante legal, a menos que no sepa o no pueda firmar, caso en el cual, se 
imprimirá su huella digital.  
 

El promovente deberá adjuntar a su escrito los documentos que acrediten su personalidad, así 

como los que en cada caso sean requeridos en los ordenamientos respectivos. 

 

TITULO CUARTO 

DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS 

 

CAPITULO UNICO 

 

Artículo 70.- Las sanciones administrativas deberán estar previstas en las leyes respectivas y 

podrán consistir en: 

 

I. Amonestación con apercibimiento; 

 

II. Multa; 

 

III. Multa adicional por cada día que persista la infracción; 

 

IV. Arresto hasta por 36 horas; 

 

V. Clausura temporal o permanente, parcial o total; y 

 

VI. Las demás que señalen las leyes o reglamentos.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 
 
 

LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS 

LIBRO PRIMERO 

DISPOSICIONES SUSTANTIVAS 

TÍTULO PRIMERO 

Capítulo I 

Objeto, ámbito de aplicación y sujetos de la ley 

Artículo 1. La presente Ley es de orden público y de observancia general en toda la República, 
y tiene por objeto distribuir competencias entre los órdenes de gobierno para establecer las 
responsabilidades administrativas de los Servidores Públicos, sus obligaciones, las sanciones 
aplicables por los actos u omisiones en que estos incurran y las que correspondan a los 
particulares vinculados con faltas administrativas graves, así como los procedimientos para su 
aplicación. 

Artículo 2. Son objeto de la presente Ley: 

I. Establecer los principios y obligaciones que rigen la actuación de los Servidores 
Públicos; 

II. Establecer las Faltas administrativas graves y no graves de los Servidores Públicos, 
las sanciones aplicables a las mismas, así como los procedimientos para su 
aplicación y las facultades de las autoridades competentes para tal efecto; 

III. Establecer las sanciones por la comisión de Faltas de particulares, así como los 
procedimientos para su aplicación y las facultades de las autoridades competentes 
para tal efecto; 

IV. Determinar los mecanismos para la prevención, corrección e investigación de 
responsabilidades administrativas, y 

V. Crear las bases para que todo Ente público establezca políticas eficaces de ética 
pública y responsabilidad en el servicio público. 

 
Capítulo II 

Principios y directrices que rigen la actuación de los Servidores Públicos 

Artículo 6. Todos los entes públicos están obligados a crear y mantener condiciones 
estructurales y normativas que permitan el adecuado funcionamiento del Estado en su conjunto, y 
la actuación ética y responsable de cada servidor público. 

Artículo 7. Los Servidores Públicos observarán en el desempeño de su empleo, cargo o 
comisión, los principios de disciplina, legalidad, objetividad, profesionalismo, honradez, lealtad, 
imparcialidad, integridad, rendición de cuentas, eficacia y eficiencia que rigen el servicio público. 
Para la efectiva aplicación de dichos principios, los Servidores Públicos observarán las siguientes 
directrices: 

I. Actuar conforme a lo que las leyes, reglamentos y demás disposiciones jurídicas les 
atribuyen a su empleo, cargo o comisión, por lo que deben conocer y cumplir las 
disposiciones que regulan el ejercicio de sus funciones, facultades y atribuciones; 

II. Conducirse con rectitud sin utilizar su empleo, cargo o comisión para obtener o 
pretender obtener algún beneficio, provecho o ventaja personal o a favor de 
terceros, ni buscar o aceptar compensaciones, prestaciones, dádivas, obsequios o 
regalos de cualquier persona u organización; 

III. Satisfacer el interés superior de las necesidades colectivas por encima de intereses 
particulares, personales o ajenos al interés general y bienestar de la población; 

IV. Dar a las personas en general el mismo trato, por lo que no concederán privilegios o 
preferencias a organizaciones o personas, ni permitirán que influencias, intereses o 



 
 
 
 

prejuicios indebidos afecten su compromiso para tomar decisiones o ejercer sus 
funciones de manera objetiva; 

V. Actuar conforme a una cultura de servicio orientada al logro de resultados, 
procurando en todo momento un mejor desempeño de sus funciones a fin de 
alcanzar las metas institucionales según sus responsabilidades; 

VI. Administrar los recursos públicos que estén bajo su responsabilidad, sujetándose a 
los principios de eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez para 
satisfacer los objetivos a los que estén destinados; 

VII. Promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos establecidos en la 
Constitución; 

VIII. Corresponder a la confianza que la sociedad les ha conferido; tendrán una vocación 
absoluta de servicio a la sociedad, y preservarán el interés superior de las 
necesidades colectivas por encima de intereses particulares, personales o ajenos al 
interés general; 

IX. Evitar y dar cuenta de los intereses que puedan entrar en conflicto con el 
desempeño responsable y objetivo de sus facultades y obligaciones, y 

X. Abstenerse de realizar cualquier trato o promesa privada que comprometa al Estado 
mexicano. 

Capítulo III 

Autoridades competentes para aplicar la presente Ley 

Artículo 8. Las autoridades de la Federación y las entidades federativas concurrirán en el 
cumplimiento del objeto y los objetivos de esta Ley. 

El Sistema Nacional Anticorrupción establecerá las bases y principios de coordinación entre las 
autoridades competentes en la materia en la Federación, las entidades federativas y los 
municipios. 

Artículo 9. En el ámbito de su competencia, serán autoridades facultadas para aplicar la 
presente Ley: 

I. Las Secretarías; 

II. Los Órganos internos de control; 

III. La Auditoría Superior de la Federación y las Entidades de fiscalización superior de 
las entidades federativas; 

IV. Los Tribunales; 

V. Tratándose de las responsabilidades administrativas de los Servidores Públicos de 
los poderes judiciales, serán competentes para investigar e imponer las sanciones 
que correspondan, la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Consejo de la 
Judicatura Federal, conforme al régimen establecido en los artículos 94 y 109 de la 
Constitución y en su reglamentación interna correspondiente; y los poderes 
judiciales de los estados y el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, 
así como sus consejos de la judicatura respectivos, de acuerdo a lo previsto en los 
artículos 116 y 122 de la Constitución, así como sus constituciones locales y 
reglamentaciones orgánicas correspondientes. Lo anterior, sin perjuicio de las 
atribuciones de la Auditoría Superior y de las Entidades de fiscalización de las 
entidades federativas, en materia de fiscalización sobre el manejo, la custodia y 
aplicación de recursos públicos, y 

VI. Las unidades de responsabilidades de las empresas productivas del Estado, de 
conformidad con las leyes que las regulan. Para tal efecto, contarán exclusivamente 
con las siguientes atribuciones: 

a) Las que esta Ley prevé para las autoridades investigadoras y substanciadoras; 



 
 
 
 

b) Las necesarias para imponer sanciones por Faltas administrativas no graves, y 

c) Las relacionadas con la Plataforma digital nacional, en los términos previstos en 
esta Ley. 

 

TÍTULO CUARTO 

SANCIONES 

Capítulo I 

Sanciones por faltas administrativas no graves 

Artículo 75. En los casos de responsabilidades administrativas distintas a las que son 
competencia del Tribunal, la Secretaría o los Órganos internos de control impondrán las sanciones 
administrativas siguientes: 

I. Amonestación pública o privada; 

II. Suspensión del empleo, cargo o comisión; 

III. Destitución de su empleo, cargo o comisión, y 

IV. Inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el 
servicio público y para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras 
públicas. 

Las Secretarías y los Órganos internos de control podrán imponer una o más de las sanciones 
administrativas señaladas en este artículo, siempre y cuando sean compatibles entre ellas y de 
acuerdo a la trascendencia de la Falta administrativa no grave. 

La suspensión del empleo, cargo o comisión que se imponga podrá ser de uno a treinta días 
naturales. 

En caso de que se imponga como sanción la inhabilitación temporal, ésta no será menor de tres 
meses ni podrá exceder de un año. 

 
Capítulo II 

Sanciones para los Servidores Públicos por Faltas Graves 

Artículo 78. Las sanciones administrativas que imponga el Tribunal a los Servidores Públicos, 
derivado de los procedimientos por la comisión de faltas administrativas graves, consistirán en: 

I. Suspensión del empleo, cargo o comisión; 

II. Destitución del empleo, cargo o comisión; 

III. Sanción económica, y 

IV. Inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el 
servicio público y para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras 
públicas. 

A juicio del Tribunal, podrán ser impuestas al infractor una o más de las sanciones señaladas, 
siempre y cuando sean compatibles entre ellas y de acuerdo a la gravedad de la Falta 
administrativa grave. 

La suspensión del empleo, cargo o comisión que se imponga podrá ser de treinta a noventa 
días naturales. 

En caso de que se determine la inhabilitación, ésta será de uno hasta diez años si el monto de 
la afectación de la Falta administrativa grave no excede de doscientas veces el valor diario de la 
Unidad de Medida y Actualización, y de diez a veinte años si dicho monto excede de dicho límite. 
Cuando no se cause daños o perjuicios, ni exista beneficio o lucro alguno, se podrán imponer de 
tres meses a un año de inhabilitación. 

 

 



 
 
 
 

Capítulo III 

Sanciones por Faltas de particulares 

Artículo 81. Las sanciones administrativas que deban imponerse por Faltas de particulares por 
comisión de alguna de las conductas previstas en los Capítulos III y IV del Título Tercero de esta 
Ley, consistirán en: 

I. Tratándose de personas físicas: 

a) Sanción económica que podrá alcanzar hasta dos tantos de los beneficios 
obtenidos o, en caso de no haberlos obtenido, por el equivalente a la cantidad 
de cien hasta ciento cincuenta mil veces el valor diario de la Unidad de Medida 
y Actualización; 

b) Inhabilitación temporal para participar en adquisiciones, arrendamientos, 
servicios u obras públicas, según corresponda, por un periodo que no será 
menor de tres meses ni mayor de ocho años; 

c) Indemnización por los daños y perjuicios ocasionados a la Hacienda Pública 
Federal, local o municipal, o al patrimonio de los entes públicos. 

II. Tratándose de personas morales: 

a) Sanción económica que podrá alcanzar hasta dos tantos de los beneficios 
obtenidos, en caso de no haberlos obtenido, por el equivalente a la cantidad de 
mil hasta un millón quinientas mil veces el valor diario de la Unidad de Medida y 
Actualización; 

b) Inhabilitación temporal para participar en adquisiciones, arrendamientos, 
servicios u obras públicas, por un periodo que no será menor de tres meses ni 
mayor de diez años; 

c) La suspensión de actividades, por un periodo que no será menor de tres meses 
ni mayor de tres años, la cual consistirá en detener, diferir o privar 
temporalmente a los particulares de sus actividades comerciales, económicas, 
contractuales o de negocios por estar vinculados a faltas administrativas graves 
previstas en esta Ley; 

d) Disolución de la sociedad respectiva, la cual consistirá en la pérdida de la 
capacidad legal de una persona moral, para el cumplimiento del fin por el que 
fue creada por orden jurisdiccional y como consecuencia de la comisión, 
vinculación, participación y relación con una Falta administrativa grave prevista 
en esta Ley; 

e) Indemnización por los daños y perjuicios ocasionados a la Hacienda Pública 
Federal, local o municipal, o al patrimonio de los entes públicos. 

Para la imposición de sanciones a las personas morales deberá observarse además, lo 
previsto en los artículos 24 y 25 de esta Ley. 

Las sanciones previstas en los incisos c) y d) de esta fracción, sólo serán procedentes 
cuando la sociedad obtenga un beneficio económico y se acredite participación de sus 
órganos de administración, de vigilancia o de sus socios, o en aquellos casos que se 
advierta que la sociedad es utilizada de manera sistemática para vincularse con faltas 
administrativas graves. 

A juicio del Tribunal, podrán ser impuestas al infractor una o más de las sanciones 
señaladas, siempre que sean compatibles entre ellas y de acuerdo a la gravedad de las 
Faltas de particulares. 

Se considerará como atenuante en la imposición de sanciones a personas morales cuando 
los órganos de administración, representación, vigilancia o los socios de las personas 
morales denuncien o colaboren en las investigaciones proporcionando la información y los 
elementos que posean, resarzan los daños que se hubieren causado. 



 
 
 
 

Se considera como agravante para la imposición de sanciones a las personas morales, el 
hecho de que los órganos de administración, representación, vigilancia o los socios de las 
mismas, que conozcan presuntos actos de corrupción de personas físicas que pertenecen a 
aquellas no los denuncien. 

 

 
LEY DE ASOCIACIONES PÚBLICO PRIVADAS 

 
Capítulo Undécimo 

De las Infracciones y Sanciones 
 

Artículo 128. El incumplimiento a las disposiciones de la presente Ley, por parte de los 
servidores públicos, será sancionado por la Secretaría de la Función Pública conforme a la Ley 
Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, y demás disposiciones 
que resulten aplicables. 

 
La Secretaría de la Función Pública vigilará los procesos de contratación materia de esta ley, en 

los términos de las facultades que la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y su 
respectivo reglamento interior le conceden. De la misma forma la Auditoria Superior de la 
Federación ejercerá sus atribuciones de auditoría y fiscalización en los términos que las 
disposiciones constitucionales y legales lo señalan. 

 
Artículo 129. El incumplimiento de las obligaciones del contrato de asociación público-privada 

dará lugar a las penas convencionales pactadas en el propio contrato, las cuales podrán incluir 
reducciones en las contraprestaciones a favor del desarrollador. 

 
En los supuestos de incumplimiento de las autorizaciones para el desarrollo de proyectos de 

asociación público-privada, se estará a las disposiciones que regulan tales instrumentos. 
 
Artículo 130. Además de las sanciones que, en su caso, procedan conforme a las 

disposiciones aplicables, la Secretaría de la Función Pública podrá inhabilitar temporalmente para 
participar en procedimientos de contratación o celebrar contratos regulados por esta Ley, en la Ley 
de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, así como en la Ley de Obras 
Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, a las personas que se encuentren en alguno de 
los supuestos siguientes: 

 
I. Concursantes que injustificadamente y por causas imputables a los mismos, no formalicen el 

contrato que les haya sido adjudicado; 
 
II. El desarrollador que no cumpla con sus obligaciones contractuales por causas imputables a 

él y que, como consecuencia, cause daños o perjuicios graves a la dependencia o entidad de que 
se trate. 

 
III. Personas físicas o morales -y administradores que representen a éstas- que proporcionen 

información falsa, o que actúen con dolo o mala fe en algún procedimiento de contratación, en la 
celebración del contrato o durante su ejecución, o bien en la presentación o desahogo de una 
queja, en una audiencia de conciliación o de una inconformidad; 

 
IV. Personas que contraten servicios de asesoría, consultoría o apoyo en materia de 

contrataciones gubernamentales, si se comprueba que todo o parte de las contraprestaciones 
pagadas al prestador de los servicios, a su vez, son recibidas por servidores públicos, por sí o por 
interpósita persona, con independencia de que quienes las reciban tengan o no relación con la 
contratación, y 

 



 
 
 
 

V. Persona o personas, físicas o morales, que tengan el control de una persona moral que se 
encuentren en los supuestos previstos en las fracciones I, II y IV inmediatas anteriores. 

 
Para estos efectos, se entenderá que una o varias personas, físicas o morales, tienen el control 

de una persona moral cuando estén en posibilidad de llevar a cabo cualquiera de los actos 
siguientes: 

 
a. Imponer, directa o indirectamente, decisiones en las asambleas generales de accionistas, de 

socios u órganos equivalentes, o nombrar o destituir a la mayoría de los consejeros, 
administradores o sus equivalentes; 

 
b. Mantener la titularidad de derechos que permitan, directa o indirectamente, ejercer el voto 

respecto de más del cincuenta por ciento del capital social, o 
 
c. Dirigir, directa o indirectamente, la administración, la estrategia o las principales políticas de 

la persona moral, ya sea a través de la propiedad de valores, por contrato o de cualquier otra 
forma. 

 
Artículo 131. La inhabilitación que la Secretaría de la Función Pública imponga en términos del 

artículo 130 de esta Ley no será menor a tres meses ni mayor a cinco años, plazo que comenzará 
a contarse a partir del día siguiente a la fecha en que la haga del conocimiento de las 
dependencias y entidades, mediante publicación de la circular respectiva en el Diario Oficial de la 
Federación. 

 
Artículo 132. Las dependencias o entidades, dentro de los diez días hábiles inmediatos 

siguientes a la fecha en que tengan conocimiento de hechos que presumiblemente puedan dar 
lugar a una inhabilitación, remitirán a la Secretaría de la Función Pública la documentación 
comprobatoria de los mismos. 

 
Artículo 133. Las responsabilidades administrativas a que se refiere el presente capítulo serán 

independientes de las de orden civil o penal que puedan derivar de la comisión de los mismos 
hechos. 

 

 
REGLAMENTO INTERIOR DE LA 
SECRETARÍA DE LA FUNCIÓN 

PÚBLICA  

 

 
ARTÍCULO 69.- La Dirección General de Denuncias e Investigaciones tiene las atribuciones 
siguientes: 

 

Recibir las denuncias que se formulen por presuntas Faltas Administrativas cometidas por 
Servidores Públicos de las Dependencias, las Entidades, la Procuraduría, las 
empresas productivas del Estado y particulares por conductas sancionables en términos de la Ley 
de Responsabilidades, así como instruir su remisión, a través del sistema electrónico para la 
atención de denuncias contra Servidores Públicos y particulares, a los Órganos Internos de Control 
y a las Unidades de Responsabilidades, cuando dichas denuncias deban tramitarse ante estos 
Órganos y Unidades, conforme a las disposiciones jurídicas aplicables; 

 
Las quejas y denuncias pueden dirigirse al Órgano Interno de Control en el Registro 

Agrario Nacional, sita en José Antonio Torres 661, Tercer Piso, Colonia Asturias, Delegación 
Cuauhtémoc, C.P. 06890, Ciudad de México, teléfono 5062-1400, extensión 3140. 


